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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 896/2021-1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********

AUTORIDAD DEMANDADA:

POLICÍA VIAL DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL DE SAN LUIS POTOSÍ. 
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.

San Luis Potosí, S.L.P., veinticuatro de febrero de dos mil veintidós. 

V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 896/2021-1, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del tres de diciembre de dos mil veintiuno, se tuvo a **********demandando por derecho propio el acto y respecto de la autoridad que enseguida se precisa:

Autoridad demandada:

- Supuesto Policía Vial del Municipio de San Luis Potosí, de nombre **********
Acto que se impugna.- “**********

II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las once horas con treinta minutos del veintitrés de febrero del año dos mil veintidós sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda, así como al de contestación desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no se formularon por la parte actora, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción V, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales del Estado, donde se ejerce jurisdicción, con motivo de una sanción por infracciones a los ordenamientos de tránsito. 

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, de lo que se tiene que el actor precisa como acto impugnado el siguiente: 
**********

En ese sentido, la existencia del acto reclamado se acredita con el documento visible a foja **********de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que de acuerdo a lo que establece el artículo 91 del citado código, se trata de documento público emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales, por lo que entonces, es evidente la existencia del acto reclamado.
TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscribe la demanda **********demandando la nulidad del acto y en contra de la autoridad ya señalada. 
Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en el acto impugnado, se indica como destinatario a quien resulte infractor y/o a quien resulte propietario del **********es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio. 

En cuanto a la personalidad de la autoridad demandada, la misma se encuentra acreditada conforme a lo señalado en el artículo 220 del ordenamiento en cita, en virtud de que aportó para tales efectos, el nombramiento que la acredita como tal, según documento visible a foja **********de este expediente.

CUARTO.- La parte promovente hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten en autos a fojas de la 02 a la 22 vuelta del presente expediente, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la tesis de jurisprudencia bajo el rubro: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS” 

QUINTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Ésta Sala Unitaria advierte que en el caso que nos ocupa, la autoridad demandada Policía Vial, invoca las causales de improcedencia  y sobreseimiento previstas y señaladas en los artículos 228 fracción XI en relación con el numeral 229 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, argumentando que el acto que se impugna contiene las circunstancias de tiempo, modo y lugar, que no se violaron las garantías  consagradas en los artículos 14 y 16 de Nuestra Carta Magna, esto es que se encuentra fundado y motivado.
A lo anterior, debe decirse que los argumentos que vierte la demandada, están tendientes a sostener la legalidad del acto, lo cual será motivo de estudio al resolver sobre el fondo del presente asunto, de ahí que resulten infundadas las causales de improcedencia  invocadas por la citada autoridad.    
SEXTO.-  El Primer Agravio que hace valer el actor es infundado de acuerdo a las siguientes consideraciones legales:

 
Dice el demandante que le causa  agravio la boleta de infracción impugnada, porque la autoridad emisora incumple con los requisitos de identificación que marca el artículo 16 Constitucional.

Que el oficial es omiso en señalar quien expide esa credencial identificatoria, pues si bien menciona el cargo, no señala el nombre del funcionario que la expide, de ahí que la identificación del mismo sea ilegal.  (F. 05)
Previo a hacer un pronunciamiento al respecto, es importante transcribir en la parte que interesa, lo que establece el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que dice:    

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo. 

Como se podrá apreciar, del precepto constitucional transcrito, se desprende que nadie, puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento.

Esto es, que en ningún momento refiere requisitos de identificación para la autoridades administrativas, de ahí lo infundado esta parte del agravio.

Por otra parte en lo que refiere que el oficial es omiso en señalar quien expide esa credencial identificatoria, pues si bien menciona el cargo, no señala el nombre del funcionario que la expide y que por eso mismo la identificación sea ilegal.

   No le asiste la razón al actor ya que al remitirnos al acto que se impugna, se advierte un texto con la leyenda siguiente: 
“…PROCEDÍ A IDENTIFICARME TODA VEZ QUE NO SE ENCONTRABA PRESENTE EL CONDUCTOR DEL MISMO, CON LA CREDENCIAL NUMERO DE FOLIO Y/O PLACA 24243244 EXPEDIDA A FAVOR DEL SUSCRITO CON CARGO DE POLICÍA VIAL EXPEDIDA POR EL SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO…” 


Entonces, la autoridad demandada sí dejó debidamente señalado en el acto que se impugna, quién fue el que le expidió la credencial con la que se identificó en el momento de haber emitido el acto en cuestión, siendo el Secretario de Seguridad Pública del Estado.


Por otra parte, si bien es cierto no fue señalado el nombre del funcionario que expidió la mencionada credencial, no menos cierto lo es que ni  la Ley de Tránsito del Estado de San Luis ni el Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, señalan como obligación para los Agentes de Tránsito o Policías Viales, el que tengan que señalar el nombre del funcionario que la expide las credenciales con que se identifican  al momento de emitir actos como el que nos ocupa.

Para efectos de lo anterior, se transcriben en su parte conducente los artículos 91 de la  Ley de Tránsito del Estado de San Luis así como el artículo 171 del Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí que establecen con claridad lo siguiente:     

“ARTICULO 91. Para la aplicación de la sanción se levantará una boleta de infracción y sanción, que contendrá obligatoriamente los siguientes datos: 

I. Nombre y cargo de quien levanta la boleta; 
Artículo 171. Las boletas de infracción y sanción impuestas por el Agente de Tránsito deberán contener los siguientes datos:

 I. Autoridad que la expide; 

II. Datos de la credencial con que se identifica el Agente de Tránsito de la Dirección de Policía Vial, a saber: a) Nombre; b) Cargo; c) Autoridad que la expidió; d) Vigencia.

Adviértase que los citados preceptos de las normas señaladas, refieren a los datos que deben de contener una boleta de infracción y que son en nombre y cargo de quien levanta la boleta, la autoridad que la expide así como los datos de la credencial con que se identifica el Agente de Tránsito de la Dirección de Policía Vial, como lo son el  Nombre, Cargo, Autoridad que la expidió y la Vigencia.


Por lo que entonces, se reitera la inexistencia de obligación alguna para los Agentes de Tránsito de señalar en las boletas que emiten, el nombre de la autoridad que les expide la credencial con la que se identifican, de ahí lo infundado de este agravio.  

En un Segundo Agravio, dice el actor que el policía vial no fundamentó la competencia por grado, ya que dice omitió citar los artículos 54 y 90 del Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad Pública del Municipio de San Luis Potosí, pues de ellos se estructura piramidalmente la forma jerárquica y por grados y subordinación entre el Director de Policía Vial y el personal operativo de la policía vial. 

Que en atención a la estructura, los órganos inferiores no pueden desarrollar materias reservadas a sus superiores y viceversa, que entonces, la responsable debió fundamentar con dichos artículos su competencia por grado. (F. 07)  

Es infundado el agravio de estudio,  de acuerdo a lo siguiente:

Es preciso señalar que la autoridad demandada Policía Vial, es el policía a cargo de la vigilancia del tránsito, así como de la aplicación de sanciones por infracciones a las disposiciones del reglamento de tránsito, pues su función es la de regular el tránsito de vehículos y peatones, ejecutar medidas preventivas tendientes a evitar infracciones y accidentes de tránsito en las vías públicas; cumplir y hacer cumplir la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, los reglamentos municipales, entre otras cosas. 

Así mismo está facultado para sancionar a los sujetos que infrinjan las disposiciones contenidas en los citados cuerpos normativos, tal y como se desprende de los artículos 6 y 16 de la Ley de Tránsito del estado de San Luis Potosí que en su texto establecen:

“ARTÍCULO 6°. Para los efectos de esta Ley se entenderá por: I. Agente de tránsito: policía a cargo de la vigilancia del tránsito, así como de la aplicación de sanciones por infracciones a las disposiciones del reglamento de tránsito.” 

“ARTICULO 16. Los elementos de seguridad pública del Estado y los agentes de tránsito de los municipios, en las áreas de su jurisdicción y conforme a su competencia, tendrán como función regular el tránsito de vehículos y peatones, ejecutar más medidas preventivas tendientes a evitar infracciones y accidentes de tránsito en las vías públicas; cumplir y hacer cumplir esta Ley, los reglamentos municipales, los bandos de policía y gobierno y, en su caso, las normas que de ella emanen; para lo cual están facultados para sancionar a los sujetos que infrinjan las disposiciones contenidas en los citados cuerpos normativos.” Lo subrayado es nuestro.

Por otro lado, previo a la imposición de cualquier infracción y sanción, los agentes de tránsito deberán seguir el Procedimiento establecido para ello, tal y como se aprecia en el TITULO DECIMO PRIMERO, Capítulo Único, “Del Procedimiento de Imposición de Sanciones” que se encuentra contenido dentro de la citada Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí en sus artículos del 89 al 98, los cuáles han sido descritos con antelación.

Sin pasar por alto los artículos 169, 170, 171 y 172 del Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, en los que se establecen también las facultades conferidas a los agentes de Tránsito, así como a las formalidades de un debido procedimiento cuando el conductor cometa una infracción a las disposiciones de ese Reglamento y demás disposiciones aplicables, los cuáles se transcriben para una pronta referencia: 

“Artículo 169. Cuando el conductor cometa una infracción a las disposiciones de este Reglamento y demás disposiciones aplicables, el Agente de Tránsito procederá de la manera siguiente:

I. Indicará al conductor que detenga la marcha de su vehículo; 

II. Se identificará con su nombre y número de placa; 

III. Señalará al conductor la infracción que cometió y le indicará el o los artículos violados, así como la sanción que proceda por la infracción contemplada en este Reglamento o en la Ley, conforme a la Ley de Ingresos del Municipio; 

IV. Solicitará al conductor la licencia de conducir y la tarjeta de circulación, documentos que serán entregados para su revisión, y devueltos en el mismo sitio inmediatamente después de que los hubiese revisado, salvo que proceda su retención; 

V. Si el vehículo se halla estacionado o no se encuentra persona que pueda o quiera atender el requerimiento del Agente de Tránsito, éste elaborará la boleta de infracción y sanción fijándola en el parabrisas del mismo, cubriendo los requisitos de los artículos 171 y 172 de este Reglamento, según sea el caso, y recogiendo una placa de circulación para garantizar el pago correspondiente de la misma; 

VI. Una vez efectuada la revisión de los documentos y de la situación en la que se encuentra el vehículo, si éstos están en orden, el Agente de Tránsito procederá a llenar la boleta de infracción en forma manual o electrónica, de la que extenderá una copia al interesado, y 

VII. No pueden remitir al depósito los vehículos que transporten sustancias tóxicas o peligrosas, por violación a lo establecido en el Reglamento, en todo caso se llenará la boleta de sanción correspondiente, permitiendo que el vehículo continúe su marcha. 

Los conductores de vehículos no matriculados en el Estado de San Luis Potosí, garantizarán el pago de la multa a que se hagan acreedores conforme lo establece el artículo 44 de la Ley. 

Artículo 170. Las sanciones en materia de tránsito de vehículos señaladas en este Reglamento y demás disposiciones jurídicas, serán impuestas por el Agente de Tránsito que tenga conocimiento de su comisión, y se harán constar en las boletas sobre formas impresas y foliadas, en la forma tradicional con block de infracciones o mediante métodos electrónicos, en tres tantos que se distribuirán conforme lo señala el artículo 92 de la Ley. 

Artículo 171. Las boletas de infracción y sanción impuestas por el Agente de Tránsito deberán contener los siguientes datos:

 I. Autoridad que la expide; 

II. Datos de la credencial con que se identifica el Agente de Tránsito de la Dirección de Policía Vial, a saber: a) Nombre; b) Cargo; c) Autoridad que la expidió; d) Vigencia; 

III. Nombre y domicilio del infractor; 

IV. Datos de identificación del vehículo;

 V. Número, vigencia y categoría de su licencia para manejar; 

VI. Naturaleza de la infracción lugar, fecha y hora en que se hubiere cometido; 

VII. Fundamento legal de la infracción cometida; 

VIII. Fundamento legal de la sanción y el importe correspondiente; 

IX. Letras y números de la placa recogida, en el caso de no encontrarse el conductor, y el folio de infracción será colocado en el parabrisas del vehículo en mención; 

X. Descripción del documento recogido, y 

XI. Nombre y firma de quien levante la infracción, así como la firma del infractor, a menos que éste se niegue a hacerlo.

 Artículo 172. Las boletas de infracción, de multa electrónica y sanción que se generen por el uso de equipo y dispositivos electrónicos de verificación para el cobro de éstas, serán impuestas por el agente de tránsito, las cuales serán seriadas y autorizadas por la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, y para su validez deberán contener: 

I. Fundamento Jurídico a) Artículos en que se prevén la infracción cometida. b) Artículos en los que se establece la sanción impuesta. 

II. Motivación a) Fecha, hora, lugar y breve descripción del hecho constitutivo de la infracción, derivada de lo captado por el medio electrónico utilizado. b) Nombre y domicilio del infractor. c) Número de placas de circulación, o número del permiso de circulación, según sea el caso. 

III. La indicación de la tecnología utilizada para captar la comisión de la infracción y el lugar en que se encontraba el equipo electrónico al momento de ser detectada la infracción cometida; 

IV. Atendiendo al tipo de tecnología utilizada, se acompañará al formato expedido por el propio instrumento electrónico que captó la infracción o copia de la imagen y/o sonido y transcripciones, en su caso, la confirmación de que dichos elementos corresponden en forma autentica y sin alteración de ningún tipo a la captada por el instrumento tecnológico usado, y 

V. Nombre, número de placa, adscripción y firma electrónica del agente que se encuentra signado y facultado para expedir la sanción. 

Cabe hacer mención que todos los numerales transcritos, fueron parte del fundamento legal en que se basó la demandada para efectos de emitir el acto que se combate, dentro de los que se destaca la competencia de dicha autoridad por grado y materia, así como las facultades conferidas  para haber actuado en consecuencia en el acto que se impugna. 

Ahora bien, si no fueron citados los artículos 54 y 90 del Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad Pública del Municipio de San Luis Potosí como lo refiere el actor, ello no le causa perjuicio alguno, puesto que no son aplicables al caso que nos ocupa, ya que el primero de ellos, se encuentra encaminado a señalar las  facultades y obligaciones del Director de Policía Vial y el segundo de los mencionados, se encuentra dentro del Capítulo V, Del Personal Operativo y los Cadetes, encaminado a señalar al personal operativo de la Corporación que constituye una estructura organizada de carácter civil, disciplinado y profesional sujetos al acatamiento, mandato, orden o norma legítimos, entre otras cosas.

Para efectos de una mayor claridad, se hace necesaria su transcripción y que dicen al respecto lo siguiente:   

“Artículo 54.- Las facultades y obligaciones del Director de Policía Vial: 
I. Dirigir y tener bajo su cargo a todo el personal…”

CAPÍTULO V 
DEL PERSONAL OPERATIVO Y LOS CADETES 

Artículo 90.- El personal operativo de la Corporación, constituye una estructura organizada de carácter civil, disciplinado y profesional sujetos al acatamiento, mandato, orden o norma legítimos, y colaboran con las autoridades judiciales, administrativas y laborales del orden federal y estatal, sujetándose a las leyes y reglamentos respectivos, y será dotado del equipo, tecnología, infraestructura, capacitación y armamento necesarios para cumplir eficazmente con sus funciones.

Motivos y razones por los que se considera este agravio como infundado.
En un Tercer Agravio, el demandante dice que la boleta de infracción le causa agravio porque según a su decir, se encuentra indebidamente fundada y motivada ya que únicamente se expresa  que supuestamente infringió el artículo 34 fracción XX del Reglamento de Tránsito o RTM, fundamentación que es de todo ilegal pues dice que el referido Reglamento no existe o bien, fue citado de forma inexacta, pues puede referirse a cualquier municipio del Estado de San Luis Potosí, o cualquier otro Estado, lo cual dice le causa inseguridad y es violatorio de los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. (F. 13) 
Es infundado el agravio en estudio, ya que de una revisión al acto que se impugna, se aprecia con toda claridad que la autoridad demandada para emitir el acto que nos ocupa, se fundamentó en los artículos 164, 165, 170 y 171 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 6 fracción I, 9°, 13, 14 y 15 fracción VI y VII, 16, 82, 83, 84 fracción I 85, 87, 89, 91, 92, 93, 94  y demás relativos de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí; 46 fracción I de la Ley de Ingresos del Municipio de San Luis Potosí; 17 y 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí y en relación directa con los artículos 1°, 3° fracción II. 4° fracción VIII, 169, 170, 171, 172, 205, 206, 207 y demás relativo del Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí.

Por otra parte, las razones y motivos que tomó en consideración la demandada para su emisión, se hicieron consistir en que siendo las ********** estacionado en un lugar no permitido por la ley, cometiendo con ello infracciones de las contenidas en el Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, consistentes en “Estacionarse en zona de carga y descarga sin realizar maniobra” en la calle de **********
Esa circunstanciación del señalamiento en cuanto al modo, tiempo y lugar en que sucedieron los hechos señalados en el acto en cuestión, sirvió como motivación a la demandada para la imposición de la sanción de que fue objeto el hoy actor, según lo establece el artículo 91 fracción VI de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, precepto que en su parte conducente dice lo siguiente:    

“ARTICULO 91. Las infracciones a esta Ley serán sancionadas por los elementos de seguridad pública, los agentes de tránsito municipal, o bien por los elementos operativos competentes en los términos de los reglamentos municipales. Para la aplicación de la sanción se levantará una boleta de infracción y sanción, que contendrá obligatoriamente los siguientes datos:

VI. Descripción de las circunstancias de modo, tiempo y lugar conocidas por la autoridad de tránsito, que entrañan la comisión de la infracción cometida por el infractor; entre otros, lugar, fecha y hora de la comisión de la infracción. 

Esta circunstanciación servirá como motivación de la sanción que se imponga.”

Entonces, no es cierto que únicamente se haya expresado que supuestamente infringió el artículo 34 fracción XX del Reglamento de Tránsito como así lo refiere, sino que fue señalado el conjunto de artículos y normas ya referidas así como las razones y motivos que tomó en consideración la demandada para la emisión del acto que se impugna. 
Ahora bien, dice el actor que la demandada refirió a las siglas RTM, fundamentación que es de todo ilegal porque según a su decir, el referido Reglamento no existe o bien, fue citado de forma inexacta y que puede referirse a cualquier municipio del Estado de San Luis Potosí, o cualquier otro Estado. 

No le asiste la razón al actor, puesto que del mismo acto impugnado se desprende el siguiente recuadro: 

MOTIVO DE LA INFRACCIÓN
	CLAVE
	INFRACCION(ES)
	POR CONTRAVENIR EN FORMA FLAGRANTE LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 

	200
	Estacionarse en zona de carga y descarga sin realizar maniobra 
	Art.34 Fracción 20.

169 F V

176 P. 2 

RTM


Del recuadro en cita, se aprecia que la autoridad demandada para efectos de fundar la conducta infractora en que incurrió el actor, se fundamentó en los artículos 34 fracción XX,169 fracción V y176 Párrafo II, del RTM.

Pues bien, el significado de tales abreviaturas es, el Reglamento de Tránsito Municipal de San Luis Potosí, puesto que así se hace constar en el mismo acto impugnado, en la parte media derecha relativo a las ABREVIATURAS EN ESTE DOCUMENTO.

Si bien es cierto, solamente refiere al Reglamento de Tránsito Municipal, no menos cierto lo es que las normas en las que se fundamentó la demandada corresponden a normas del Estado de San Luis Potosí, además porque en la parte superior de acto impugnado se advierte una leyenda que dice “Gobierno Municipal de San Luis Potosí.

Por su parte, en el Agravio Cuarto, dice el demandante que el acto que impugna carece de los mínimos requisitos de validez, en virtud de que carece de la firma autógrafa del funcionario competente que lo emitió, tornando el acto ilegal y constituyendo tal omisión una agravante suficiente para que se declare la nulidad lisa y llana de la resolución impugnada.

Que dicha resolución no tiene ninguna validez jurídica, ya que para que un acto cumpla con las exigencias establecidas en el artículo 16 Constitucional, debe contener firma autógrafa del funcionario emisor por ser éste el signo gráfico el que otorgue certeza y eficacia a los actos de autoridad, ya que constituye la única forma en que puede asegurase al particular que la autoridad emisora acepta su contenido. 

Por ello es que Niega lisa y llanamente que el acto que impugna contenga la firma autógrafa del funcionario competente, además, dice que fue hecha de su conocimiento en copia simple. (F. 15) 

Es infundado el presente agravio, puesto que al remitirnos al acto que se impugna, el cuál se encuentra agregado en autos a foja 30 de expediente en que se actúa, se aprecia que efectivamente como lo manifiesta el actor, se trata de un documento en copia simple por él ofrecido.

Por lo tanto, resulta excesiva la pretensión del actor  al pretender que el acto que combate y que ofrece en copia simple contenga la firma autógrafa de quien lo emitió, puesto que solamente los documentos originales, están revestido de todos y cada uno de los requisitos de validez como lo es la firma autógrafa. 
Si bien es cierto, al actor le fue entregado solamente una copia simple del acto que impugna, considerado como violatorio de garantías, en razón de que constituye para él un acto de autoridad que le molesta, no menos cierto lo es que como bien lo hace de manifiesto, afirma que dicho documento carece de la firma autógrafa del funcionario que lo emitió, sin embargo, la prueba en la forma en que se ofrece, es insuficiente para probar el extremo pretendido, esto es, la ausencia de a firma autógrafa.
Entonces, si el hoy actor afirmó que dicho documento carece de la firma autógrafa de quien lo suscribió, es a él a quien le corresponde probar tales extremos, puesto que de acuerdo a lo que establece el artículo 273 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, materia de aplicación supletoria en términos del artículo 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cuál a la letra dice: 

“ART. 273.- El actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el reo los de sus excepciones”.

Sin embargo, de una revisión a todas y cada una de las constancias que conforman el presente expediente, no se advierte que el actor haya ofrecido prueba alguna tendiente a acreditar que el acto que impugna no contiene la firma autógrafa de quien lo emitió, para que en su caso, la demandada estuviera en condiciones de demostrar que la firma que ostenta el documento que le fue entregado en copia simple es auténtica.

Al no haber presentado prueba alguna tendiente a acreditar sus afirmaciones, se merma la posibilidad de defensa de la demandada, lo que hace infundado el agravio de estudio 
Además, el hoy demandante estaba en condiciones de haber solicitado a la demandada el documento en original, previo a su presentación de demanda de nulidad, sin que así haya acontecido.

En consecuencia, su negativa lisa y llana de que el acto que impugna contenga la firma autógrafa, queda desvirtuada por los motivos y razones ya señalados. 
En un Quinto Agravio, dice el actor que la resolución que impugna le causa lesión jurídica por la imposición de la sanción y retenerle la placa trasera de su vehículo, pues dice contraviene lo dispuesto por los artículos 16 Constitucional, 91 fracción VI  de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí así como los artículos 164 y 165 del Código Procesal Administrativo del Estado, dado que en ningún momento fueron señaladas las condiciones en que sucedieron los hechos, así como datos que manifiesten con precisión las circunstancias, razones o causas que la autoridad haya tenido en consideración para emitir el acto de molestia, puesto que el asentamiento en la boleta de infracción “200 Estacionarse en zona de carga y descarga sin estar realizando estas maniobras” es impreciso, ya que esa no es una narración de hechos, por lo que dice se incumple con el fundamento descrito en líneas anteriores al carecer de una debida motivación.

Además, niega lisa y llanamente que el oficial se haya cerciorado que efectivamente no se encontraba realizando actos de carga y descarga, que no realizó una narración sucinta de los hechos, lo que dice viola en su perjuicio sus derechos y torna ilegal el acto que combate. (F.16)

Es infundado por inoperante el agravio en comento, puesto que si bien dice que el acto que impugna contraviene lo dispuesto por los artículos 16 Constitucional, 91 fracción VI  de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí así como los artículos 164 y 165 del Código Procesal Administrativo del Estado, no menos cierto lo es que el demandante, no expresa algún razonamiento lógico jurídico tendiente a concretizar qué parte de cada uno de los artículos de las normas que refiere, se contravino por parte de la demandada al momento de emitir el acto en cuestión.

No se debe de pasar por alto que  los actos de autoridad, están investidos de una presunción de validez que debe ser destruida, por lo que entonces, lo expuesto por el actor es ambiguo y superficial, puesto que no señaló ni concretizó algún razonamiento capaz de ser analizado al referirse a los artículos y normas ya señalados. 

Así, ante tal deficiencia revela una falta de pertinencia entre lo pretendido y las razones aportadas que no son idóneas ni justificadas para concluir lo pedido, por lo que entonces, los argumentos expresados por el actor no están dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de las consideraciones en que se sustentó el acto reclamado, sirve de apoyo el siguiente criterio que dice: 

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. SON INOPERANTES CUANDO LOS ARGUMENTOS EXPUESTOS POR EL QUEJOSO O EL RECURRENTE  SON AMBIGUOS Y SUPERFICIALES.

Los actos de autoridad y las sentencias están investidos de una presunción de validez que debe ser destruida. Por tanto, cuando lo expuesto por la parte quejosa o el recurrente es ambiguo y superficial, en tanto que no señala ni concreta algún razonamiento capaz de ser analizado, tal pretensión de invalidez es inatendible, en cuanto no logra construir y proponer la causa de pedir, en la medida que elude referirse al fundamento, razones decisorias o argumentos y al porqué de su reclamación. Así, tal deficiencia revela una falta de pertinencia entre lo pretendido y las razones aportadas que, por ende, no son idóneas ni justificadas para colegir y concluir lo pedido. Por consiguiente, los argumentos o causa de pedir que se expresen en los conceptos de violación de la demanda de amparo o en los agravios de la revisión deben, invariablemente, estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de las consideraciones en que se sustenta el acto reclamado, porque de no ser así, las manifestaciones que se viertan no podrán ser analizadas por el órgano colegiado y deberán calificarse de inoperantes, ya que se está ante argumentos non sequitur para obtener una declaratoria de invalidez.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

En lo que refiere que en ningún momento fueron señaladas las condiciones en que sucedieron los hechos, así como datos que manifiesten con precisión las circunstancias, razones o causas que la autoridad haya tenido en consideración para emitir el acto de molestia, es infundado.

Como ha quedado señalado con antelación, los hechos sucedieron a las ********** estacionado en un lugar no permitido por la ley, cometiendo con ello infracciones de las contenidas en el Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, consistentes en “Estacionarse en zona de carga y descarga sin realizar maniobra” en la calle de **********
Entonces, si fueron señaladas con precisión las circunstancias, razones y causas que la autoridad tomo en consideración para emitir el acto de molestia, en el entendido de que es circunstanciación del señalamiento en cuanto al modo, tiempo y lugar en que sucedieron los hechos señalados en el acto en cuestión, sirvió como motivación a la demandada para la imposición de la sanción de que fue objeto el hoy actor, tal y como ha quedado señalado con anterioridad. 
En consecuencia, su negativa lisa y llanamente de que el oficial no se cercioró que efectivamente no se encontraba realizando actos de carga y descarga, queda desvirtuada, además, porque no aportó medio de prueba alguno para acreditar tal negativa, en el entendido de que el que niega está obligado a probar sus excepciones, sin que en el presente caso así haya sucedido.  

Dentro del Sexto Agravio, dice que existe una falta de legitimación por parte de la autoridad demandada, derivado de que su nombramiento no reúne los requisitos de ley, estando viciada su competencia de origen, incumpliendo lo establecido por el artículo 16 Constitucional concatenado con el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado y 91 de la Ley de Tránsito del Estado, los cuáles establecen información con la que debe de contener un nombramiento a un cuerpo de seguridad, así como los requisitos legales de toda boleta de infracción.

Lo anterior porque dice que en el presente caso, no se desprende nombramiento que le otorgue facultades suficientes para actuar, lo que contraviene el fundamento señalado en el párrafo anterior y lo deja en estado de indefensión, al ser molestado en su esfera jurídica por alguien que carece de competencia y legitimación para llevar a cabo los actos de autoridad que reclama, ya que el origen para vestir de legalidad, se encuentra comprendido en su nombramiento, donde se especifican las funciones que una autoridad competente le delega para su actuar.

Que derivado de lo anterior, el nombramiento en el cual no constan los requisitos señalados en el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, genera inseguridad jurídica al no tener certeza de quien dice ser Policía Vial, tenga la autorización legal para emitir el acto que se combate, tal y como consta en el acto que se combate, donde nunca especifica de manera clara si es una credencial o placa, ni sus características mínimas necesaria para su expedición.

Es infundado el agravio de estudio, puesto que éste, se encuentra encaminado a combatir el nombramiento de la persona que en representación del Policía Vial emitió el acto que se combate. 
Esto es, se está ante argumentos tendientes a combatir la competencia de origen, sin embargo, esta Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, no está facultado para analizar los conceptos de violación que controvierten la designación de quien funge como representante del Policía Vial, pues ello conlleva a combatir la legitimidad de la designación y, al discutirse su nombramiento como representante de una autoridad administrativa, implicaría estudiar aspectos vinculados con la competencia de origen, lo cual no está jurídicamente permitido, pues el derecho consagrado en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, únicamente se refiere a los límites fijados a la autoridad para su actuación frente a los particulares.

Para efectos de un mejor entendimiento, la legitimidad se refiere a la persona, al individuo nombrado para desempeñar determinado cargo público.

La competencia se relaciona sólo con la entidad moral que se denomina autoridad, abstracción hecha de las cualidades del individuo y que sólo mira a las atribuciones que la autoridad puede ejercer. 
Entonces, como los argumentos planteados por el actor se encaminan a combatir la competencia de origen de la autoridad responsable, la Primera Sala Unitaria de este Tribunal carece en principio de facultades para juzgar sobre la legitimación de la autoridad demandada, porque para esos efectos, en los términos de la fracción I del artículo 103 constitucional, se entiende como autoridad responsable a la entidad moral y no a la física de quien o quienes ejercitan los actos de autoridad.

Sirve de apoyo al caso que nos ocupa y por analogía de razón los siguientes criterios que dicen:
  
“COMPETENCIA DE ORIGEN. LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO NO ESTÁN FACULTADOS PARA ANALIZAR LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN VINCULADOS CON ESE ASPECTO.

Los Tribunales Colegiados de Circuito no están facultados para analizar los conceptos de violación que controvierten la designación de quien funge como representante del gobierno en una Junta Especial, con apoyo en un oficio emitido por el presidente de la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, en tanto que ello conlleva combatir la legitimidad de la designación y, al discutirse su nombramiento como representante del gobierno, implicaría estudiar aspectos vinculados con la competencia de origen, lo cual no está jurídicamente permitido, pues el derecho consagrado en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, únicamente se refiere a los límites fijados a la autoridad para su actuación frente a los particulares.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO NOVENO CIRCUITO.

“COMPETENCIA DE ORIGEN.

Tratándose de la falta de competencia de origen de las autoridades responsables, la autoridad judicial carece en principio de facultades para juzgar sobre la legitimación de esas autoridades señaladas como responsables, porque para efectos del amparo, en los términos de la fracción I del artículo 103 constitucional, se entiende como autoridad responsable a la entidad moral y no a la física de quien o quienes ejercitan los actos de autoridad.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”
En su Séptimo Agravio, dice que le causa lesión jurídica el acto que combate al haberle retenido la placa trasera, toda vez que contraviene lo dispuesto por el artículo 16 Constitucional, al no estar sustentado el actuar de la autoridad en ningún fundamento, ya que no expresa los preceptos legales que le otorgan facultad de su procedencia para emitir la infracción en comento ni de la retención de la documentación.
Es infundado el agravio en cuestión, de acuerdo a las siguientes consideraciones legales.

Para efectos de hacer un pronunciamiento al respecto, se hace necesario traer nuevamente el recuadro en el que se advierte la conducta infractora en que incurrió el actor y que dice lo siguiente:

MOTIVO DE LA INFRACCIÓN
	CLAVE
	INFRACCION(ES)
	POR CONTRAVENIR EN FORMA FLAGRANTE LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO.

	200
	Estacionarse en zona de carga y descarga sin realizar maniobra 
	Art.34 Fracción 20.

169 F V

176 P. 2 

RTM


Pues bien, dentro de los artículos invocados por la demandada se desprenden  los artículos 169 fracción V y  176 párrafo segundo del Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, que en su parte conducente señala lo siguiente: 

“Artículo 169. Cuando el conductor cometa una infracción a las disposiciones de este Reglamento y demás disposiciones aplicables, el Agente de Tránsito procederá de la manera siguiente: 

V. Si el vehículo se halla estacionado o no se encuentra persona que pueda o quiera atender el requerimiento del Agente de Tránsito, éste elaborará la boleta de infracción y sanción fijándola en el parabrisas del mismo, cubriendo los requisitos de los artículos 171 y 172 de este Reglamento, según sea el caso, y recogiendo una placa de circulación para garantizar el pago correspondiente de la misma.”

“Artículo 176. El Agente de Tránsito deberá retener la licencia de conducir en todos los actos u omisiones que la legislación penal tipifique como delitos derivados de hechos de tránsito terrestre, como lo son homicidio, lesiones, daño en las cosas, tratándose de delitos de falsedad, contra la autoridad y contra la seguridad de las vías de comunicación y medios de transporte, en delitos del orden Federal, así como en los casos establecidos en el artículo 44 de la Ley. 

En la comisión de las infracciones señaladas en el artículo 207 del presente Reglamento, donde no se encuentre prevista la inmovilización o arrastre de vehículos, se procederá a retener la licencia de conducir; a falta de licencia se procederá a recoger la tarjeta de circulación. En caso de falta de licencia y tarjeta de circulación, se procederá a retener una placa de circulación del vehículo y en ausencia de placas se retirará el vehículo de la vía pública, resguardándolo en la pensión que corresponda elaborando el folio de infracción correspondiente.”

Adviértase con toda claridad que de ambos preceptos, se desprenden las facultades de la autoridad demandada para retener una placa de circulación del vehículo.

Así mismo, tales artículos son adecuadamente aplicables al caso que nos ocupa, ya que en el momento en que se emitió el acto en cuestión, el entonces infractor, no se encontraba presente en el momento de ocurrido los hechos, procediendo entonces la demandada a la elaboración de la boleta de infracción y sanción, recogiendo una placa de circulación para garantizar el pago correspondiente de la misma.
Entonces, sí se encuentra sustentado el actuar de la demandada, al haberle retenido al actor la placa de su vehículo, sin que se aprecie la existencia de contravención alguna a lo dispuesto por el artículo 16 Constitucional, como así lo pretende hacer ver el demandante, de ahí lo infundado de este agravio. 
Por último, en su Octavo Agravio dice que le causa lesión jurídica el acto que combate toda vez que contraviene lo dispuesto por el artículo 16 Constitucional, concatenado con los artículos 81 y 82 y demás relativos de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado al no estar la autoridad certificada por el Centro Estatal de Evaluación, Control y Confianza de las Instituciones de Seguridad Pública, el cual es requisito indispensable para su permanencia en la Institución de Seguridad Pública a la que supuestamente forma parte. 

Que en el caso que nos ocupa, en ningún momento se desprende de la boleta de infracción, la acreditación de la persona que emite el acto, de contar con la certificación respectiva, dejándolo dice en estado de in defensión.
Es infundado por inatendible el agravio en comento, puesto que sus argumentos se encuentran encaminados a combatir la certificación de la autoridad demandada por el Centro Estatal de Evaluación, Control y Confianza de las Instituciones de Seguridad Pública, lo que no es materia de la presente lítis.

Además, no existe en ningún apartado de la Ley de Tránsito del estado de San Luis Potosí ni del Reglamento de Tránsito Municipal, obligación alguna para la autoridad demandada, el que tenga que acreditar en el acto que se impugna, el  contar con la certificación que refiere el actor, en el entendido de que las autoridades solamente estarán obligadas a lo que las leyes les señalen, de ahí lo infundado por inatendible de este agravio.
Por su parte, la autoridad demandada una vez que emitió su contestación de demanda, manifestó que:
“…me percato que en flagrancia el vehículo descrito en la boleta de multa que se impugna en este juicio, se encontraba estacionado en un lugar no permitido para tal acción, ya que no se permite estacionarse en este dicho sitió sin encontrarse realizando maniobra de descarga,…, procedí a elaborar la boleta de infracción…,por “ESTACIONARSE EN ZONA DE CARGA Y DESCARGA SIN REALIZAR ESTA MANIOBRA”, como se establece el art. 34 fracción XX, del Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí  procediendo conforme a lo señalado por los artículo 169 F- V, 176 del Reglamento de Tránsito  Municipal …” (F. 53 VUELTA)   

“… en todo momento el de la voz lleve a cabo y cabalmente el procedimiento a seguir en caso de infracciones que se establece en los artículos 89, 93 y 95 de la Ley de Tránsito de San Luis Potosí, y los numerales 169, 170 y 171 del Reglamento de Tránsito Municipal del Municipio de San Luis Potosí,  llevando además la elaboración del folio de infracción de acuerdo a lo estipulado por el artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, cumpliendo así la boleta de infracción impugnada, la cual fue elaborada por el suscrito de puño y letra, plasmando todos y cada uno de los elementos y requisitos que marca el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que establecen los numerales 164 y 165 para ser considerado un acto administrativo…” (F. 55 vuelta)   
Argumentos que son procedentes, puesto que son coincidentes con el criterio que ha quedado señalado en ésta resolución.

Con todo lo anteriormente señalado, se tiene que la autoridad demandada, sí cumplió con todos y cada uno de los requisitos contenidos en los artículos 14 y 16 Constitucional en la forma en que ha quedado señalado en esta resolución, de lo que se tiene entonces que el acto que se combate sea declarado legal y válido. 

En conclusión, el acto que se impugna si bien goza de presunción de legalidad, de acuerdo a lo que establece el segundo párrafo del artículo 248 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, no menos cierto lo es que esa presunción no fue desvirtuada por parte del demandante, por los motivos y razones que han quedado precisados en esta resolución. 

En cuanto a las pretensiones señalados por el actor, las mismas resultan improcedentes, ya que para su procedencia se hacía necesario declarar la Ilegalidad e Invalidez el acto combatido, sin que en el presente caso haya acontecido.  

En consecuencia de todo lo anteriormente analizado, en virtud de que no le asistió la razón al hoy actor para que proceda la nulidad del acto reclamado, al haberse declarado sus conceptos de impugnación infundados de acuerdo a las consideraciones ya señaladas, con fundamento en lo establecido por los artículos 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y  RESUELVE.

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia de conformidad con los razonamientos y fundamentos expresados en el considerando primero de esta resolución.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD Y VALIDEZ del acto materia de este juicio de nulidad, conforme a lo señalado en el Considerando SEXTO de ésta resolución.

TERCERO.- Notifíquese. 
ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.-CONSTE.
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